
 

 

 
 

Carrera13 No 35 10 oficina 410 Edificio el Plaza. Tel.3043293719 Bucaramanga. Email: 

robertosarmientom@hotmail.com 

Roberto Sarmiento Mogollón 
Abogado Especializado  

Derecho Penal Derechos Humanos  

 
Bucaramanga, agosto 10 de 2020 

 

 

Honorable Magistrado. 

HUGO QUINTERO BERNATE 

SALA PENAL CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  

E. S. D. 

 

 

Ref.  SUSTENTACION : ALEGATOS DEMANDA DE CASACION .            

      Usuario      : JHON ALEJANDRO CASTILLO.                  

  Delito       : Porte Ilegal de Armas de fuego.  

      Rad.         :   6800160-00-159-2013-04484-00  
    

 

ROBERTO SARMIENTO MOGOLLON, identificado con la Cedula de 

Ciudadanía No 8’733.773 de B/quilla,  abogado con tarjeta 

profesional No 96.909 del Consejo superior de la Judicatura, 

actuando como Defensor Contractual del señor JHON ALEJANDRO 

CASTILLO, SUTENTO  ANTE USTEDES ALEGATOS DENTRO DE DEMANDA 

EXTRAORDINARIA DE CASACION, admitida por ustedes mediante auto 

del 9 de diciembre de 2019 y dando cumplimiento a lo establecido 

acuerdo 020 del 29 de abril de 2020, y al auto del 17 de abril 

de 2020, se sustenta en tiempo hoy 10 de agosto de 2020. 

    

1.- ADMISIÓN DE LA DEMANDA CASACIÓN  

 

 Mediante auto del 9 de diciembre de 2019, el Honorable 

magistrado ponente HUGO QUINTERO BERNATE, admitió la misma, 

contra la providencia de segunda instancia, y se fijó fecha para 

el 12 de mayo situación que se tornó imposible la sustentación 

por motivos de la pandemia que nos conminó en nuestra casa de 

habitación. Habiéndose fijado posteriormente mediante auto del 

17 de julio de 2020,15 días hábiles comunes a los sujetos 

procesales para sustentar y refutar los cargos presentados en 

la demanda. 

 

2.- SÍNTESIS DE LOS HECHOS 

 

Fueron resumidos por la primera instancia así; 
“CIRCUNSTANCIAS FÁCTICAS 

 

De acuerdo al escrito de acusación se tiene conocimiento que el 14 de mayo de 2013, 

aproximadamente a las 19:20 horas, cuando personal de la Policía realizaba patrullaje 

de registro y control en la Calle 103 con Carrera 23 del barrio Provenza de Bucaramanga, 

recibieron información vía celular, según la cual al interior de la residencia ubicada 

en la Calle 103 No. 22 A -35 del mismo barrio, se hallaba una persona de nombre JHON, 

quien al parecer poseía un arma de fuego sin documentación, razón por la cual se 

trasladaron al lugar y al tocar la puerta de la residencia fueron atendidos por JORGE 

JAIMES, quien autorizó su ingreso, observando en su interior a un sujeto de sexo 

masculino que vestía camiseta blanca, jean azul y zapatos, quien se identificó como 

JHON ALEJANDRO CASTILLO, a quien se le solicitó un registro voluntario, momento en que 

hizo entrega voluntaria de un arma de fuego tipo revólver, marca Smith y wesson, sin 

número de serie, cachas de color negro, niquelado y con dos cartuchos calibre 38, sin 

que aportara el respectivo permiso para su porte o tenencia”. 

 

3.- SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA. 
 

Con respecto a las incongruencias testimoniales antes mencionadas, la cuales nos 

brindan claras luces de duda; la cual se debe (por mandato Constitucional) resolver a 

favor del acusado, y sobre el particular, conviene traer a cita jurisprudencia de la 

Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, que desde tiempos inmemorables, 

ha analizado este imperativo, destacándose la sentencia de casación dentro del 

expediente 15834 de 26 de enero de 2005, en la que se hace un recuento a través del 

tiempo de la postura jurídica de la Corporación en torno al principio del in dubio pro 

reo: 
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“Sí la presunción de inocencia es un estado garantizado constitucional y legalmente a 

toda persona que se le inicie un proceso en nuestro territorio patrio, desprendiéndose 

la regla del in dubio pro reo en el sentido de que toda duda debe resolverse en favor 

del procesado, y que al aplicarse por los funcionarios judiciales conduce 

indefectiblemente a la declaratoria de NO RESPONSABILIDAD, bien a través de la 

preclusión de la investigación o de la sentencia absolutoria, de ninguna manera puede 

equiparársele con la declaratoria de INOCENCIA, habida cuenta que si la DUDA se entiende 

como CARENCIA DE CERTEZA, deviene como lógica reflexión en los casos en que se 

considere, no la aseveración de que se juzgó a un inocente, sino LA IMPOSIBILIDAD 

PROBATORIA para que se dictara Sentencia condenatoria”. 

 

"Ante esa falta de certeza probatoria en el momento de  proferir sentencia, ha de 

acudirse al amparo del apotegma in dubio pro reo, expresamente consagrado en nuestro 

ordenamiento procesal por el art 216 (artículo 7° del Código de Procedimiento Penal 

vigente), para soslayar el peligroso riesgo de  condenar a un inocente, extremo de la 

disyuntiva bailadora menos grave que el de absolver a un eventual responsable; la 

justicia es humana y, por lo mismo, falible; por eso el acto soberano y trascendente 

de emitir sentencia de condena ha de estar anclado firmemente en prueba de irrefutable 

solidez; cuando ello no ocurre, se impone en nombre de esa misma justicia, decisión 

absolutoria" (Providencia de mayo 15 de 1984, M.B., Dr. Alfonso Reyes Echandía)”. 

 

 
4.- SEGUNDA INSTANCIA.  

“ La valoración de la prueba. 

 

En ese sentido, el legislador estableció en el artículo 380 de la Ley 906 de 2004 que, 

«los medios de prueba, los elementos materiales probatorios, y la  evidencia física, 

se apreciaran  en conjunto, estableciendo para tales efectos en cada capítulo unos 

criterios de valoración, cuya función es «estructurar en el fallador  una idea clara 

acerca de la verdad procesal a la cual se enfrenta, para de esa manera arribar a  una 

conclusión que, o bien acoja la proposición del fiscal ora lo haga con la de la 

defensa.». (negrilla fuera del texto original) 

 

Así, por ejemplo, a efectos de extractar el mérito que le corresponde al testimonio, 

éste se examina de conformidad con los criterios de apreciación previstos en el artículo 

404 del Código de Procedimiento Penal, lo cual implica que «el juez deberá atender los 

principios técnico científicos sobre la percepción y la memoria y, especialmente, lo 

relativo a la naturaleza del objeto percibido, al estado de sanidad de los sentidos 

por los cuales se apreció lo narrado, las circunstancias de tiempo, modo y lugar en 

que se percibió, los procesos de rememoración, el comportamiento del testigo durante 

el interrogatorio y el contrainterrogatorio, la forma de sus respuestas y su 

personalidad. Por manera que, al valorar la prueba testimonial, el juez puede no solo 

acogerla o rechazarla integralmente, sino parcialmente, atendiendo a los criterios de 

apreciación racional, sin que ello implique, per se, el desconocimiento de las reglas 

de la sana crítica, ni, por ende, un error de apreciación probatoria» (cfr. CSJSP, 18 

ene. 2001, rad. 13265).» (negrilla fuera del texto inicial).  
 

debe estarse a lo previsto en el artículo 404 del Código de Procedimiento Penal, en 

el orden, de tener en cuenta los principios técnico científicos, el estado de sanidad 

de los sentidos, circunstancias de modo tiempo y lugar, la memoria, su comportamiento 

durante sus respuestas, su personalidad. En ese orden de valoración llevaron a la juez 

a no creerle a cada uno de los testigos de cargo de la fiscalía, lo que pasa es que 

las pruebas deben valorarse en conjunto, es decir las pruebas testimoniales tanto de 

la fiscalía como las de la defensa, como creerle al denunciante Jorge Eliecer Jaimes 

Castillo. 

   

bajo los anteriores argumentos el Tribunal superior de 

Bucaramanga Sala penal, procedió a revocar la sentencia 

absolutoria y en su defecto lo condenó por el delito de porte, 

trafico, fabricación de armas de fuego de defensa personal,  

 

la defensa considera que con este fallo del tribunal se 

vulneraron los siguientes principios que conllevan a darle 

firmeza a la causal invocada. 

 

5.- MECANISMOS JURIDICOS CONSTITUCIONALES Y LEGALES QUE 

CONSIDERADOS VIOLADOS  

 

Los artículos considerados como violados son; el 15, 28, 29, 32, 

42 Y 250 de la constitucional Política de Colombia. Artículos, 

1,2 3, 4, 6,7,8,14,20,23, 225, 229, 230,231, y 237 del Código 

de procedimiento penal. 

 

5.1.- DESCONOCIMIENTO DEL DEBIDO PROCESO POR AFECTACIÓN 

SUSTANCIAL DE SU ESTRUCTURA O DE LA GARANTÍA DEBIDA A CUALQUIERA 

DE LAS PARTES. 
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a). -Violación del debido proceso (allanamiento del Domicilio 

sin el previo aviso). 

    

Manifiesta el tribunal al iniciar la valoración de la misma, los 

elementos materiales deben valorarse en conjunto para 

estructurar en el fallador una idea clara de la verdad procesal 

a la cual se encuentra.  Total, acuerdo con el honorable 

magistrado, si las pruebas se valoran en conjunto tendremos que 

partir, como nace la noticia criminal que concluye con la 

irrupción abrupta de los policiales al domicilio del procesado, 

sin haberse dado de manera definida ninguno de los presupuestos 

establecidos en al artículo 230 del C.P.P penal veamos por qué; 

Artículo 230 del C.P.P. 

 

De conformidad con el artículo 28 de la Constitución, por regla 

general, son tres los requisitos exigidos a las autoridades para 

registrar un domicilio: (i) la existencia de un mandamiento 

escrito de autoridad judicial competente; (ii) el respeto a las 

formalidades legales y (iii) la existencia de un motivo 

previamente definido en la ley.  El cumplimiento de estos tres 

requisitos ha sido valorado por la Corte Constitucional al 

examinar normas que limitan el derecho a la inviolabilidad del 

domicilio. (Sentencia C-519 de 2007, MP: Nilson Pinilla, MP: 

Jaime Araujo Rentería).En la sentencia C-256 de 2008 (M.P: 

Manuel José Cepeda Espinosa) 

 

En esta última se establecen 3 requisitos a saber; 

 

 “los requisitos para que estos allanamientos administrativos 

sean constitucionales son de diverso orden, pero usualmente 

versan sobre (i) la existencia de un peligro inminente y grave; 

(ii) que amenaza la vida, la integridad, la seguridad o la 

salubridad de las personas; y (iii) la existencia de elementos 

en la regulación demandada que circunscriben el margen decisorio 

de la autoridad administrativa y permiten un control posterior 

efectivo ante una autoridad judicial en caso de presentarse 

excesos o arbitrariedades. 

 

 Estos requisitos no han sido exigidos cuando se trata de 

ingresar a (i) lugares abiertos al público, o (ii) cuando el 

morador del domicilio autoriza el ingreso de las autoridades 

administrativas. En cambio, se han declarado incompatibles con 

la Carta allanamientos administrativos cuya finalidad es la 

búsqueda de evidencia física para efectos penales, en donde ha 

desaparecido el elemento de flagrancia, como en el caso del 

registro o allanamiento concomitante o sucedáneo a la captura 

del imputado, indiciado, acusado o condenado”. En esa misma 

sentencia se hizo un recuento de las excepciones al régimen 

general de protección al derecho de inviolabilidad del domicilio 

con orden judicial previa, que facultaban a las autoridades 

administrativas realizar allanamientos compatibles con la Carta 

Política. (negrillas fuera del texto inicial. 

 

¿Será que dicha actuación pendenciera y amañada la podemos 

ajustar al precepto constitucional que acabamos de repasar? 

Considero que desde ninguna óptica se puede dar visos de licitud 

y legalidad a tal procedimiento, de ser así, se hacía necesario 

que tanto la primera instancia como el Tribunal en sede de 

apelación se pronunciara al respecto, puesto de que no hacerlo 
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incurriríamos en un desafuero que vulnera una seria de garantías 

constitucionales y legales que no podemos llevarlas al traste 

en detrimento de los derechos de mi prohijado. 

 

Si el objetivo del denunciante era que lo capturaran con el 

arma, espera con los policías a la entrada del domicilio y previo 

a solicitarle una requisa hubiesen encontrado el arma que según 

el denunciante este portaba y andaba en malos pasos. Pero NUNCA 

esperar que estando dentro de su morada, realizar un 

procedimiento absurdo invadiendo los derechos de procesado, pues 

probado esta que quien vivía en ese domicilio era el señor JHON 

ALEJANDRO CASTILLO, y probado esta también que el señor JORGE 

ELIECER JAIMES CASTILLO, tiene su domicilio en Aguachica dado 

su trabajo como funcionario adscrito a la policía de Carreteras 

y la visita a Bucaramanga era esporádica, como es posible que 

permitiera el registro voluntario si no es ni morador, ni tenedor 

ni propietario, interpretar de manera extensiva el inciso 

segundo del artículo 230 raya de contera con la constitución 

política, en sus artículos 28, 29, 32 y 250. 

 

De dicho análisis podemos concluir sin hesitación alguna que el 

comportamiento del denunciante, así como el acatamiento a dicha 

petición por parte de los policiales no se avizora al más mínimo 

del garantismo que venimos reclamando. ¿Acaso podían entrar aun 

con autorización del morador a cualquier hora? ¿Pregunto tenían 

licencia para entrar a domicilio ajeno a cualquier hora?, 

recuerde que lo hicieron a las 19:20 horas, ¿había persecución 

en caliente? Donde están aquellos elementos materiales 

probatorios que nos permiten inferir que estaba en peligro la 

seguridad o la salubridad de las personas, al menos brillan por 

ausencia tales pruebas. 

  

¿Será que el arma encontrada en el domicilio de mi protegido 

está en posibilidad de ser una evidencia que debe ser excluida 

por ilicitud en su consecución?  Es una pregunta que nos debemos 

hacer en el presente juicio valorativo. Recordemos que la señora 

Juez de control de Garantías alcanzó a decretar la ilicitud del 

actuar policial, por considerar que estábamos ante un atropello, 

pero que a través del recurso de reposición convalidó dicho 

procedimiento y con la venia de la defensa la fiscalía terminó 

legalizando la captura y formulando imputación, constituyéndose 

así un desafuero al principio de legalidad entre otros. 

 

Observemos los errores garrafales en el procedimiento de 

captura: 

No había persecución en caliente, no estaba demostrado 

afectación a la sociedad, el sujeto quejoso no es morador del 

inmueble, por lo tanto, dicho consentimiento está viciado, 

realizaron el procedimiento pasadas las 18 horas, situación que 

estaba prohibida por la ley (parágrafo único del Articulo 225 

del C.P.P.), ¿Porque obviar el procedimiento establecido en el 

artículo 225 en materia de las reglas de registro y allanamiento? 

¿Es que con el consentimiento del morador constituye patente de 

corso para atropellar al ciudadano de bien entrando al domicilio 

y no realizar la audiencia en sentido estricto? Esa y otras 

tantas falencias de las que carece el procedimiento de marras. 

 

El artículo 225 del C.P.P., establece cuatro ítems que el 

operador judicial está obligado a respetar en materia de 

allanamiento y registro y que lo único que eventualmente y por 
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vía de excepción es la enterada al inmueble por orden del 

supuesto morador, mas no para desconocer literalmente lo 

establecido en el mencionado artículo, que no son entre otras 

que las garantías de dicho procedimiento. Como ignorarlas en la 

valoración de la prueba en conjunto. 

  

Por otra parte, recordemos así mismo la hora en que se solicitó 

la audiencia de legalización del registro por parte de la 

fiscalía, y la espera que impacientó al juez de garantías, siendo 

justificada por parte del fiscal como era esperando elementos 

materiales que no se encontraban al servicio del mismo. Esos 

episodios deben ser valorados en conjunto, así mismo nadie 

avizoró que de los folios que la fiscalía tenía en su cuaderno 

y que fueron elementos materiales de prueba y documentos propios 

para el juicio, como son el acta de registro voluntario, (visible 

a folio 5) noticia criminal (visible a folio 10), entrevista en 

formato FP.J.14 de fecha 14 05 de 2013 (visible a folio 12), 

todas supuestamente firmadas por el señor JORGE ELIECER JAIMES 

CASTILLO, quien funge como quejoso o denunciante, tienen una 

firma diferente que no se necesita ser Grafólogo para determinar 

que corresponden a personas diferentes.(falsedades diría yo?). 

 

Tal yerro que desde ya recrimino, constituye una falta 

estructural de defensa técnica, pero que los operadores 

judiciales no debieron pasar por alto. Dicho yerro debe invitar 

a una revocatoria del fallo que se impugna por violación 

estructural y relevante del debido proceso.         

 

b).- Violación del Principio de Congruencia  

        

Más adelante el Honorable –tribunal desata la petición que en 

ese entonces hiciera la defensa del procesado al alegar de 

conclusión sobre la vulneración del principio de congruencia 

puesto que la fiscalía no realizó imputación alguna precisando 

cuál de los verbos alternativos establecidos en el tipo penal 

de porte ilegal de armas de fuego.  
 

Frente a este tópico consideramos de manera respetuosa pero 

firme, en que la fiscalía no pudo determinar de manera precisa 

la modalidad, si estábamos ante un porte o tenencia del arma de 

fuego, en poder del joven Jhon Alejandro castillo, y es ahí 

donde la imputación se torna etérea, más aun cuando el procesado 

viene diciendo que él estaba en su cuarto y que la policía lo 

sacó  de allá y que el arma se encontraba engavetada y que 

pertenece al abuelo que falleció en el año de 1980, y quien le 

hace mantenimiento es el que funge como denunciante, es ahí 

donde se quiebra la imputación fáctica y se hunde la credibilidad 

de los demás intervinientes en sus declaraciones que le 

permitieron a la señora juez de primera instancia dudar de su 

credibilidad.  

 

Era deber de los policiales cuando reciben la información del 

quejoso. Informar a la central y reportar el caso y que una 

patrulla de disponibilidad recepcione la información y proceder 

a ofrecer el servicio requerido, y no que este los busque, cuando 

ellos se encuentran protegiendo las entidades bancarias, su 

deber era informar a la central o al superior inmediato la 

necesidad del servicio de policía, con miras a que capturaran 

al presunto delincuente en condiciones de flagrancia. Nótese que 

ellos preparan la coartada para cuando estuviera JHON ALEJANDRO 
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CASTILLO, en su residencia y los policiales ya habían terminado 

el turno, 6:00 pm, los bancos cerrados y procedieron de manera 

mancomunada a penetrar al domicilio de mi defendido bajo el 

supuesto registro voluntario. Esta actividad policial constituye 

una violación flagrante al debido proceso. 

  

Es este el defecto fáctico en que incurre el Tribunal frente a 

la valoración de la prueba y desconocimiento de las garantías 

fundamentales de mi defendido, como son la inviolabilidad del 

domicilio, el derecho a la intimidad entre otros. 

  

 

c).- Violación del debido proceso por defecto factico en la 

valoración de la prueba. 

 

La primera ocurre cuando el juez niega o valora la prueba de 

manera arbitraria, irracional y caprichosa u omite su valoración 

y sin razón da por no probado el hecho o la circunstancia que 

es evidentemente claro y objetivo. Este criterio comprende las 

omisiones en la valoración de pruebas determinantes para 

identificar la veracidad de los hechos. 

 

La segunda se presenta generalmente cuando el juez aprecia 

pruebas esenciales y determinantes de lo resuelto en la 

providencia cuestionada que no ha debido admitir ni valorar 

porque, por ejemplo, fueron indebidamente recaudadas o cuando 

da por establecidas circunstancias sin que exista material 

probatorio que respalde su decisión vulnerando así la 

Constitución Política. .(Corte Constitucional, Sentencia T-393, Jun. 

21/17  

 

Además manifiesta que este vicio se puede manifestar en tres 

ocasiones como son: 
(i)Omisión por parte del juez en el decreto y práctica de pruebas: (ii)No 

valoración del material probatorio allegado al proceso: (iii)Valoración 

defectuosa del acervo probatorio: (Sentencia T-393, Jun. 21/17M.P. Cristina 

Pardo Schlesinger) 

 

En el presente caso resulta plausible y adecuada la 

interpretación que la honorable corte le da al defecto factico 

y su aplicación al caso concreto, nótese que la segunda 

instancia, (tribunal sala penal) incurre a mi juicio en 

desconocer la situación fáctica que llevó al quejoso JORGE 

ELIECER JAIMES CASTILLO a denunciar ante los policiales que se 

encontraban en servicio de bancos en el sector y estos haciendo 

caso omiso a llamar una patrulla de apoyo, deciden  abocar el 

conocimiento después de las seis de la tarde hora en que 

presuntamente había terminado su turno, nada de eso se dijo por 

parte de los sujetos procesales, nada se habló de la legalidad 

del procedimiento más allá de haberse discutido ante el juez de 

control de garantías, quien al principio decidió decretar la 

nulidad de lo actuado, pero que después en a través del recurso 

de reposición determinó legalizar el mismo. 

     

d).- Vulneración del debido proceso artículo 29 Constitucional 

(prueba ilícita.) 

 

registro y allanamiento voluntario sin orden judicial derecho a 

la inviolabilidad del domicilio la vulneración de los artículos 

28, 29, 32 y 250 
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Según advierte el precepto constitucional agregado en el inciso 

final del artículo 29 Superior, “Es nula, de pleno derecho, la 

prueba obtenida con violación del debido proceso 

 

Ahora bien, con la entrada en vigencia de la ley 906 de 2004, 

se cambió el modelo de juzgamiento penal y, así, el legislador 

desarrolló en todo su contenido el ya mencionado inciso final 

del artículo 29, y trajo la regla de exclusión de las pruebas 

obtenidas con la violación de las “garantías fundamentales”, con 

lo cual se sanciona al sujeto procesal, quien violentó dichas 

garantías, con la anulación de su medio probatorio y la exclusión 

del mismo del debate probatorio y de la misma sentencia. 

 

Sin embargo, su desarrollo no paró ahí. De la lectura del 

artículo 360, el mismo legislador de 2004 incluyó una nueva 

forma en que los medios probatorios pueden ser excluidos del 

proceso penal, refiriéndose a la ilegalidad de las pruebas. 

 

Entonces, de acuerdo con la Constitución Política, y los 

artículos 23 y 360 del estatuto procesal penal colombiano, son 

nulas, y deben excluirse, las pruebas ilegales y las ilícita. 

 

e).- violación al derecho fundamental de la intimidad (art. 15 

Constitución Política. 

 

Al haberse obtenido con ocasión de unos allanamientos y 

registros de domicilio o de trabajo ilícitos (art. 28 C. 

Política, arts. 189, 190 y 191 C. Penal), por violación ilícita 

de comunicaciones (art. 15 C. Política, art. 192 C. Penal), por 

retención y apertura de correspondencia ilegales (art. 15 C. 

Política, art. 192 C. Penal), por acceso abusivo a un sistema 

informático (art. 195 C. Penal) o por violación ilícita de 

comunicaciones o correspondencia de carácter oficial (art. 196 

C. Penal). 

 

“(iii) En igual sentido, la prueba ilícita puede ser el efecto 

de un falso testimonio (art. 442 C. Penal), de un soborno (art. 

444 C. Penal) o de un soborno en la actuación penal (art. 444 

c. penal), o de una falsedad en documento público o privado (art 

286. 287 y 289 del C penal)”. (Cort. Supr. De Just., 2008, Auto 

del 10 de septiembre, radicado No. 29.152.) 

 

El añadir al proceso una prueba obtenida por medio de cualquiera 

de los anteriores escenarios, determina su indudable exclusión 

e impide que se tenga en cuenta por parte del examen del juez 

y, claro, que haga parte del acervo probatorio (Bernal y 

Montealegre, 2013, 319). 

 

Siendo así, la prueba debió excluirse incluso desde el momento 

de la legalización de la misma, o en su defecto debió excluirse 

dentro de la etapa procesal, pero NUNCA valorarse en el contexto 

en que se hizo y mucho menos ignorar su consecución por parte 

de cada instancia puesto que su ilicitud vulneró las garantías 

fundamentales del procesado y por eso está convocada a 

desaparecer y su consecuencia es la revocatoria del fallo 

impugnado. 
  

 Por vía del artículo 93 de la CP se señala la prevalencia sobre 

la legislación colombiana de los tratados internacionales que 

protegen los derechos humanos, los que a su vez sirven de 
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criterio de interpretación, con lo cual adquieren aplicabilidad 

en nuestro ordenamiento jurídico, entre ellas la convención 

americana artículo 5º y el pacto de derechos civiles y políticos 

artículo 17, los cuales fueron ratificados por Colombia.  
 

 

Tanto la prueba ilícita como la ilegal, producen efectos de 

exclusión, que no de nulidad del proceso, en el entendido de que 

son los medios de prueba, por sí mismos considerados, los que 

se predican “nulos de pleno derecho” (artículo 29 de la Carta 

Política), produciendo una “inexistencia jurídica” que, incluso, 

se transmite a los demás elementos que dependan o sean 

consecuencia de aquellas, o a las que sólo puedan explicarse en 

razón de la existencia de las excluidas. (Corte suprema de 

justicia Radicado 33.621). 

 

Interpretado, así como lo interpretó el Tribunal, La excepción 

del numeral 1º del art. 230 del CPP, constituye una clara 

violación de garantías judiciales. El numeral 1 del art. 230 del 

CPP constituye una auténtica vulneración de las garantías 

constitucionales, más exactamente la que se refiere a la 

intimidad y la inviolabilidad del domicilio. 

 

 

f).- Artículo 231. interés para reclamar la violación de la 

expectativa razonable de intimidad en relación con los registros 

y allanamientos.  

 

g).- Violación flagrante del artículo 225 del código de 

procedimiento penal. reglas particulares para el 

diligenciamiento de la orden de registro y allanamiento.  

 

¿Será que, por ser registro voluntario, se permite cualquier 

tipo de atropellos? Considero que, al penetrar al morador de un 

ciudadano, bien sea con orden de registro o bajo la excepción 

del artículo 230 del C.P.P., se deben cumplir con el mínimo de 

requisitos establecidos en al artículo 225 del C.P.P. no le es 

dado al funcionario de policía judicial, desconocer dicho 

procedimiento reglado en la norma procesal. ¿Acaso en el 

procedimiento invasivo llevado a cabo la noche del 14 de mayo 

de 2013, se tuvieron en cuenta?, a) que no eran funcionarios de 

policía judicial estando en una ciudad capital como Bucaramanga, 

donde hay variedad de funcionarios de policía judicial adscritos 

a la fiscalía, no se hiciera con rigurosidad, b), después de las 

6:00PM debían convocar al ministerio público, situación que no 

lo hicieron, c) levantamiento del acta  que resuma el lugar con 

acompañamiento fotográfico y topográfico. d) limitación al 

registro del lugar supuestamente facultado, nótese que 

penetraron al cuarto donde descansaba el joven Jhon Alejandro 

Castillo, y es del cuarto donde lo capturan con la supuesta 

arma. En fin, de la sola descripción del artículo 225 se puede 

inferir que se llevaron de contera todas, pero todas las 

garantías fundamentales del procesado y su familia. ¿Cómo 

pretender legalizar algo así? En conclusión, lo torcido jamás 

se endereza. 

 

h).- violación flagrante del artículo 229 del código de 

procedimiento penal. procedimiento en caso de flagrancia 
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Pareciera que la policía confundió dentro de su ignorancia 

supina, que se estaba frente a un caso de flagrancia, y que le 

legitimo ingresar a la morada del procesado sin más ni menos que 

con la voz rumor de su medio hermano quien fungía como víctima 

sin acreditar más allá de un cuento chino para justificar su 

actuar. No se entiende porque no se actuó como era debido 

solicitar a policía judicial para que este a su vez solicitara 

al fiscal de turno la orden de cateo. Situación que estoy seguro 

hubiese sido negada por este en el entendido que la petición no 

era razonable ni justificada.  

 

i).-Violación del artículo 237 del código de procedimiento 

penal- control de legalidad posterior del registro voluntario. 

 

Si bien es cierto que se acudió control de legalidad del supuesto 

registro voluntario dentro de las 24 horas, también es cierto 

que, en principio, la juez quiso morigerar el atropello 

declarando contrario ilegal dicho registro voluntario, además 

la señora juez, hizo hincapié en la demora por varias horas en 

el inicio de la audiencia, para posteriormente y por vía de  

reposición convalidarlo hasta constituyéndose así, la 

vulneración más grande y jamás vista frente al procedimiento 

penal Colombiano. 

 

j).- Violación del debido proceso por falta de defensa técnica 

 

El ejercicio de la violación del derecho de defensa que 

constituye una falta de defensa técnica y material, se empieza 

a construir desde el momento que el joven JHON ALEJANDRO 

CASTILLO, es llevado ante un juez de control de garantías y la 

fiscalía solicita la legalización del procedimiento de registro  

voluntario, y la respectiva captura, siendo decretado ilegal por 

parte de la señora juez, pero acá lo más relevante es que la 

defensa “técnica”, del indiciado para ese entonces, no se OPONE 

a la legalización del procedimiento, empezando a resquebrajarse 

la garantía establecida en el artículo 29 de la constitución 

Política, sino el artículo 8º del C.P.P., ERA DEBER DEL DEFENSOR 

CONTRACTUAL OPONERSE ROTUNDAMENTE A LA LEGALIZACION DEL REGISTRO 

Y ALLANAMIENTO  POR SER DESDE TODO PUNTO DE VISTA VULNERA 

GARANTIAS FUNDAMENTALES. Pero más aún la señora juez en aras de 

garantizar el debido proceso decreta la ilegalidad de del 

registro y allanamiento y por ende la captura, decisión que fue 

repuesta por el fiscal, GUARDANDO SILENCIO NUEVAMENTE SU 

DEFENSOR CONTRACTUAL, pareciera que tenía un total 

desconocimiento al procedimiento penal. Dice la corte No basta 

con el que el procesado se halle nominalmente asistido por un 

profesional del derecho, sino que se requiere que éste sea idóneo 

para el desempeño de su labor, pues solo de esta forma procurará 

una óptima defensa de sus intereses y dotará de legitimidad la 

determinación judicial sin importar el sentido de ella. (corte 

suprema de justicia Sala Penal sentencia 48128 de 2017). 

 

Posteriormente la señora juez, convalida tan tremenda 

aberración, sin ser apelada por la defensa NUEVAMENTE, 

constituyéndose así su vulneración de los derechos 

fundamentales, quedando ejecutoriada la misma. 

 

Y es que acá no se vulnera solamente el debido proceso por la 

INACTIVIDAD DEL DEFENSOR COMO LO DICE LA SEÑORA JUEZ HACIENDO 

VER LA INERCIA DEL MISMO, ignorando que al inicio de la petición 
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el señor fiscal dijo varias veces que el quejoso no residía en 

Bucaramanga, ya que prestaba sus servicios como policía en la 

ciudad de Aguachica.   

      

Para precisar si el señor JORGE ELIECER JAIMES CASTILLO, era 

idóneo para autorizar el ingreso al inmueble de los policiales, 

se hace necesario, atender a los apartes de la honorable Corte 

constitucional, en sentencia C806 de 2009. 
 

 

Para la corte suprema de justicia es claro cuando se resquebraja 

el debido proceso, cuando se vulneran las garantías del 

procesado, independiente que tenga desde el punto de vista 

formal un defensor, pero materialmente no llena las 

expectativas, como en el presente caso, de que servía que JHON 

ALEJANDRO CASTILLO, tuviera un abogado contractual 

representándolo en las audiencias Preliminares, si su actuar era 

tan distante de la realidad, pero tan distante que para un buen 

entendedor resulta triste y desastroso, que su apoderado este 

de acuerdo con la legalización de del procedimiento donde fue 

capturado su pupilo que se puede admitir sin ambague alguno que 

el togado tiene un total desconocimiento del procedimiento 

penal. En ese orden y en términos de la corte, es justo señalar 

que la violación del debido proceso frente a los derechos de 

JHON ALEJANDRO CASTILLO, se dio, por la ineptitud de su abogado 

en sede de garantías. 

 

Pero la corte va más allá, en refrescar memoria a los demás 

sujetos procesales entre ellos el juez y el ministerio público, 

en que contribuyeron para que eso no se diera. 

 

Para la corte es claro que son todos los que intervienen en el 

proceso que están obligados a garantizar esa máxima 

constitucional establecida en el artículo 29 de la constitución. 

       

6.- PRETENSION. 

 

Honorables magistrados, estoy completamente seguro que, si 

el tribunal hubiese tenido en cuenta los principios 

acotados tanto en la demanda como en los alegatos, la 

providencia sería la de confirmar la primera instancia, 

razón por la cual reitero, sea revocado el fallo proferido 

en su integridad y se deje vigente emitido en primera 

instancia, donde absolvió al señor JHON ALEJANDRO CASTILLO 

de ser el responsable del presunto delito de porte ilegal 

de armas de fuego de defensa personal.    

 

Atentamente,  

 

 

 
ROBERTO SARMIENTO MOGOLLON 

C.C No. 8’733.773 de B/quilla.                            
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